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1.- Introducción 

 

 Hace más de cincuenta años se señalaba2 que “el progreso incesante y vertiginoso de 

los medios de comunicación; las cada día mayores relaciones mercantiles, políticas e 

intelectuales entre las naciones del mundo; la expansión internacional de ciertos idiomas e 

inclusive el alarmante perfeccionamiento del poderío bélico, con la invención de armas que 

ponen en peligro la existencia misma de la humanidad, son factores que contribuyen a 

fomentar y aún a exigir la cooperación entre  los distintos Estados de la Tierra”. 

 Cappelletti3,  por su parte refería que: “Las nuevas, más vastas y más rápidas 

relaciones de naturaleza personal, patrimonial y cultural entre individuos y entre pueblos no 

han menester ilustración. Están todos los días al alcance de la mano. Piénsese, por ejemplo, en 

el turismo de masa, interno e  internacional. Piénsese en el cuadro de las grandes 

comunidades y organizaciones internacionales que se han ido y se van formando entre grupos 

de Estados... Piénsese sobre todo en los centenares de miles de trabajadores (...) en el 

extranjero; como también en las grandes cantidades de estudiantes extranjeros en algunos 

países...piénsese en los intercambios culturales cada vez más fáciles y frecuentes; piénsese en 

la abolición de los pasaportes entre algunos países”. 

 Y añadía dicho autor: “Institutos y reglas jurídicas exclusivamente nacionales, o 

locales, (...) se derrumban frente a las nuevas exigencias personales, culturales, materiales, 

como decrépitos muros golpeados por la violencia del huracán”. 

 En el curso de los últimos años, la situación se ha agudizado y continúa evolucionando 

con una rapidez tal que resulta muy difícil tener una exacta y segura percepción de la misma. 

                                                 
1 Profesor Titular de Derecho Procesal en la Facultad de Derecho de la Universidad de la República Oriental del 
Uruguay; Director de la Revista Uruguaya de Derecho Procesal y del Instituto Uruguayo de Derecho Procesal; 
Presidente de la Asociación Uruguaya de Derecho Procesal Eduardo J. Couture; Secretario General del Instituto 
Iberoamericano de Derecho Procesal. 
2 Alcalá Zamora, Niceto, “Bases para unificar la cooperación procesal internacional”, La Habana, Cuba, 1957, 
citado por Cappelletti, Mauro, en “Riconoscimento delle Sentenze Straniere e basi ideologiche della 
interpretazione giuridica”, Sobretiro del Boletín Mexicano de Derecho Comparado, año VIII, Nº 22 - 23, enero - 
agosto de 1975, p. 133. 
3 Cappelletti, Mauro, “El derecho comparado y su enseñanza en relación con las necesidades de la sociedad 
moderna” en el Libro “Proceso, ideologías, sociedad” editorial EJEA, 1974, p. 295-313, en especial p. 300-301.    



Dos aspectos de esta transformación han sido resaltados de manera particular por Taruffo4: 1) 

la creciente transnacionalización de las relaciones económicas y comerciales que hace 

aumentar en gran medida el número de las controversias que involucran sujetos pertenecientes 

a ordenamientos jurídicos diferentes; y 2) la creciente “mundialización” de la economía hace 

que controversias cada vez más numerosas impliquen a sujetos ubicados en cualquier parte, 

incluso en áreas del mundo como China, el Sudeste asiático, África o las Repúblicas ex – 

soviéticas que tradicionalmente eran ajenas a estos fenómenos. 

 Los problemas provocados por esta transformación del orden económico mundial son 

muchísimos. Sobre el plano específico de la tutela jurisdiccional – como señala Taruffo- van 

desde la dificultad de resolver las cuestiones de jurisdicción a la diversidad de las normativas 

procesales; de la dificultad para obtener pruebas en el exterior, a los problemas relativos al 

reconocimiento y ejecución de sentencias en un país diferente de aquél en el que fueron 

pronunciadas. 

 Y agrega dicho autor: “En efecto, por un lado sucede a menudo que se traten y decidan 

las controversias transnacionales en áreas del mundo en las que se celebran los procesos, pero 

en las que las garantías fundamentales de la justicia civil simplemente no existen (…) Por otro 

lado, el hecho de tener que hacer valer los propios derechos, o de tener que defenderse en otro 

país, tal vez al otro lado del mundo, puede hacer muy difícil y a veces imposible una 

adecuada tutela jurisdiccional. A este respecto no importan solamente las distancias 

geográficas y los costos que de ella se derivan. Cuentan también –o sobretodo- las diferencias 

culturales, lingüísticas, éticas, políticas y económicas que en el plano internacional son mucho 

más onerosas y profundas que en ámbitos locales y nacionales. Además, cuentan también los 

obstáculos jurídicos y políticos y las discriminaciones que en muchos lugares del mundo 

juegan en contra del “extranjero” y sus pretensiones de obtener justicia fuera de su país de 

origen. Desde este punto de vista la solución consistente en la utilización necesaria de un 

abogado “local” puede no ser suficiente en absoluto: de un lado, éste probablemente comparte 

las orientaciones y prejuicios culturales y políticos que son típicos de su ordenamiento; del 

otro lado, está el problema de establecer quién controla y determina la estrategia y la táctica 

procesal a seguir en un sistema jurídico “extraño”. (…) Estas dificultades golpean a cualquier 

sujeto involucrado en una controversia transnacional, que haya debido aceptar una cláusula de 

jurisdicción desfavorable, o deba perseguir al deudor en los diferentes “paraísos” off – shore o 

en el juego de sociedades fantasmas de las finanzas internacionales.” 

                                                 
4 Taruffo, Michele, “Páginas sobre justicia civil”, editorial Marcial Pons, España, 2009, ps. 71 y 72. 



  

2.- La cooperación jurídica internacional. 

 

 Dentro de la noción genérica de cooperación entre los Estados, adquiere para nosotros 

juristas particular relevancia la cooperación jurídica internacional. 

 Dicho tema nos plantea dos ámbitos de preocupaciones: por un lado, nos suscita 

cuestionamientos de orden político interno y por otro, de análisis acerca del relacionamiento 

con otros países. 

 En el ámbito político interno, puesto que, cada vez más se pone en tela de juicio el 

concepto absoluto de soberanía nacional para dar paso a las nociones de transnacionalidad o 

de supranacionalidad.   

 En cuanto al relacionamiento con otros países, pues deberíamos examinar con 

honestidad y objetividad, si personalmente y en especial, si nuestros países, son partidarios o 

no de la existencia de una verdadera comunidad internacional basada en la solidaridad, en la 

que sus integrantes estén en un efectivo pie de igualdad y en la que todos los habitantes del 

planeta pudieran considerarse como hermanos. Todo ello nos lo preguntamos, porque son 

evidentes las diferencias existentes entre las naciones, basadas fundamentalmente en su mayor 

o menor poderío económico y militar y donde muchas veces, las concepciones  

exageradamente nacionalistas o imbuidas de un afán hegemónico o de intolerancia religiosa, 

hacen muy difícil la existencia de una verdadera comunidad jurídica internacional. 

 En tal sentido, parece oportuno poner de relieve:  

 1) el avance impresionante en el camino de la integración y superación de las barreras 

nacionales alcanzado por la Unión Europea; 

 2) los importantes logros obtenidos en la integración latinoamericana a partir de las 

Convenciones Interamericanas de Derecho Internacional Privado, CIDIP I (Panamá, 1975), 

CIDIP II (Montevideo, 1979), CIDIP III (La Paz, 1984), CIDIP IV (Montevideo, 1989). 

 3) El notorio crecimiento en la cooperación internacional que se operó en el ámbito del 

MERCOSUR, inmediatamente después del advenimiento de los regímenes democráticos en 

dichos países, pero que lamentablemente hoy se encuentra estancado o en franco retroceso. 

 4) El reciente y preocupante deterioro en las relaciones internacionales en el mundo, 

como consecuencia de la intolerancia política o religiosa, que ha llevado a que algunos 

autores se refieran a que se estaría produciendo en el mundo un choque de civilizaciones con 

culturas diferentes. 



 Por otro lado, el tema de la cooperación jurídica internacional, por ser una zona de 

contacto entre el Derecho Internacional y el Derecho Procesal, nos planteará a su vez una 

serie de problemas-jurisdicción, competencia, litispendencia, cosa juzgada, orden público 

internacional etc.- que será necesario estudiar y procurar para ellos las soluciones más 

adecuadas. 

 En la búsqueda de dichas soluciones, será importante tener en cuenta determinados 

principios que examinaremos a continuación. 

 

3.- Principios que deben informar al derecho procesal internacional. 

 

 La doctrina uruguaya5 ha señalado con acierto que “...es posible identificar algunos 

valores a los que el derecho procesal internacional debe tender, algunas ideas básicas que 

deben inspirar a una concepción moderna” y que dichas ideas centrales cumplen de hecho una 

doble función: “por un lado sirven de inspiración al legislador- tanto el nacional como el 

tratadista – para la producción de las normas... Por otro lado estas ideas sirven al intérprete, 

esto es a los operadores de las normas... pues constituyen también principios orientadores de 

interpretación y de integración”. 

 El autor citado identifica la existencia de cinco principios o ideas básicas, a saber: 

 A) La jurisdicción razonable.  

 Con ello se quiere significar que un asunto transnacional debe ser confiado a un juez 

cuyo orden jurídico tenga una razonable conexión con el objeto del litigio. 

 Lo lógico, pues, es que sea un juez de alguno de los Estados involucrados quien dé 

solución al conflicto, pero ello no es una verdad absoluta. No habrá dudas si se discute sobre 

un derecho real respecto de un bien inmueble, ya que en ese caso será competente el juez del 

Estado donde esté radicado dicho bien. 

 Pero en otros supuestos los criterios de asignación de competencia pueden resultar no 

tan claros. 

 Indica Véscovi que el concepto de foro razonable, analizado sin la referencia a un 

derecho positivo puede resultar difuso, pero su objetivo al consagrarlo es procurar descartar 

los que se podrían llamar foros arbitrarios y abusivos y el denominado forum shopping6, esto 

                                                 
5 Véscovi, Eduardo, “Derecho Procesal Civil Internacional”, Ediciones Idea, Montevideo, 2000, pag. 16-22 
6 Este concepto, expresa Véscovi, “... acuñado en el common law se relaciona con las maniobras que se realizan, 
en ocasiones, con el tema de la jurisdicción, tratando de buscar en un caso concreto, no la jurisdicción razonable 
conforme a pautas objetivas, sino analizando previamente cuál es la jurisdicción más conveniente para el actor, o 
más incómoda para el demandado, para tratar de justificarla luego de algún modo”. 



es, el manejo que se hace a veces de la jurisdicción internacional pretendiendo confiar la 

resolución de casos multinacionales a jueces cuyos órdenes jurídicos nada tienen que ver con 

el objeto del litigio, o imponiendo a una parte un determinado foro de modo abusivo. 

 Este principio ha sido recogido por la “Convención Interamericana sobre 

competencia en la esfera internacional para la eficacia extraterritorial de las sentencias 

extranjeras”, La Paz, 1984, que en su art. 1 estableció: “Con el fin de obtener la eficacia 

extraterritorial de las sentencias extranjeras se considerará satisfecho el requisito de la 

competencia en la esfera internacional cuando el órgano jurisdiccional de un Estado Parte que 

ha dictado sentencia hubiera tenido competencia de acuerdo con las siguientes 

disposiciones:... D) Respecto de acciones derivadas de contratos mercantiles celebrados en la 

esfera internacional, que las partes hayan acordado por escrito someterse a la jurisdicción del 

Estado Parte donde se pronunció la sentencia, siempre y cuando tal competencia no haya sido 

establecida en forma abusiva y haya existido una conexión razonable con el objeto de la 

controversia”.   

 El citado principio ha sido receptado, también, en el Proyecto uruguayo de Ley 

General de Derecho Internacional Privado que fuera remitido por el Poder Ejecutivo al 

Parlamento el 14 de setiembre de 2004-aún sin sanción legislativa- que en el capítulo XI 

sobre “Jurisdicción Internacional” en su art. 54 “Soluciones generales”  estableció: “Sin 

perjuicio de las normas a este respecto contenidas en los tratados internacionales y en defecto 

de ellas, los tribunales de la República tendrán jurisdicción en la esfera internacional: (…) 

 d) En materia de negocios jurídicos de contenido patrimonial, si los contratantes 

hubiesen acordado someterse expresamente y por escrito a la jurisdicción de los tribunales de  

la República, siempre que tal acuerdo no haya sido obtenido en forma abusiva (...)”. 

 B) El acceso a la justicia7. 

                                                 
7 Nuestra jurisprudencia ha hecho aplicación de este principio para determinar la competencia de los tribunales 
nacionales y, en tal sentido, el Tribunal de Apelaciones en lo Civil de 5º Turno, en sentencia de fecha 22/7/05, 
expresó: “Todas las normas de competencia -y a esta regla no escapa la jurisdicción internacional- tienden a 
garantizar el acceso a la justicia... (TAC 3º, sentencia 232/2001). A los fines de practicar la elección de tribunal 
competente habilitada por las normas nacionales de derecho internacional privado aplicables, y de designar la 
modalidad del emplazamiento, puede entonces considerarse sin esfuerzo que MM tenía entre otros domicilios, 
uno en el Uruguay, relativo a su actividad como calificadora de instituciones bancarias de esta plaza; que es 
precisamente la que según la parte actora generó la responsabilidad que se esgrime en la demanda. Por lo tanto, 
su propia conducta determinó los supuestos habilitantes de la eventual intervención de la Justicia nacional en 
pleitos como el promovido in folios, con carácter de internacionalmente competente, y sin perjuicio de la 
oportuna consideración de cuál es el derecho aplicable al fondo de la relación que sustenta el litigio, en forma 
absolutamente independiente de la solución dada a la cuestión competencial. 
 Conspiraría contra la buena fe y contra el sentido común, aceptar la tesis del apelante, según la cual, 
“está” y “no está” en el país, según le convenga; porque lo cierto es que en lo relativo a su actividad como 
calificadora de bancos locales, registrada ante el Banco Central del Uruguay, quiso estar presente en el país, lo 



 Este principio tiene, en opinión de Véscovi, un triple significado: por un lado, se 

relaciona con el anterior puesto que si la jurisdicción es razonable, será sin duda más factible 

para ambas partes el acceso a la justicia. 

 Por otro lado, trata de prevenir las contiendas negativas de competencia que harían 

que el interesado no tuviera un tribunal específico al cual acudir. A tal efecto se  deben 

establecer criterios que permitan cubrir dicha dificultad.  

 La Convención Interamericana sobre competencia en la esfera internacional para la 

eficacia extraterritorial de las sentencias extranjeras, celebrada en La Paz en 1984 y aprobada 

por nuestro país por ley 17.533 de fecha 9 de agosto de 2002, ha venido a dar solución a esta 

cuestión en su art. 2 que establece: “Se considerará también satisfecho el requisito de la 

competencia en la esfera internacional si, a criterio del órgano jurisdiccional del Estado parte 

donde deba surtir efectos, el órgano jurisdiccional que pronunció la sentencia asumió 

competencia para evitar denegación de justicia por no existir órgano jurisdiccional 

competente”. 

 Previsión similar contiene el Proyecto uruguayo de “Ley General de Derecho 

Internacional  Privado” que en su art. 54 dispone: “Soluciones generales. Sin perjuicio de las 

normas  a este respecto contenidas en los tratados internacionales y en defecto de ellas, los 

tribunales de la República tendrán jurisdicción en la esfera internacional: i) Cuando, aún 

careciendo de jurisdicción internacional según otras normas de la presente ley, la intervención 

del tribunal sea necesaria para evitar denegación de justicia, y siempre que la causa tenga 

vínculos relevantes con la República y sus tribunales estén en condiciones de garantizar el 

debido proceso y dictar una sentencia susceptible de cumplimiento o ejecución”.   

 Y, por último, el acceso a la justicia se vincula con los temas de la gratuidad y del 

derecho a la defensa letrada. En tal sentido es un deber de los Estados facilitar el acceso a la 

justicia tanto a litigantes nacionales como extranjeros en igualdad de condiciones. 

 

 C) La no discriminación del litigante extranjero. 

 Este principio es fundamental en el Derecho Procesal Internacional moderno y 

comprende dos aspectos: el primero, en lo relativo al acceso a la justicia; y el segundo, tiene 

que ver con la no discriminación en el propio proceso. 

                                                                                                                                                         
cual revela la existencia de domicilio suficiente al efecto de determinar la intervención de los órganos 
jurisdiccionales uruguayos en los pleitos a que pudiere dar lugar esa actividad voluntariamente desplegada.” 



La igualdad procesal ha sido establecida como principio general de nuestro Derecho 

Procesal en el art. 4 del Código General del Proceso8 (en adelante, CGP) que establece: 

“ Igualdad procesal. El tribunal deberá mantener la igualdad de las partes en el proceso”. 

 El referido principio ha sido consagrado también en el ámbito del Mercosur por el 

Protocolo de Las Leñas en su Capítulo III “Igualdad de trato procesal”, donde se dispuso:  

“Artículo 3. Los ciudadanos y los residentes permanentes de uno de los Estados 

Partes gozarán, en las mismas condiciones que los ciudadanos y los residentes permanentes de 

otro Estado Parte, del libre acceso a la jurisdicción en dicho Estado para la defensa de sus 

derechos e intereses. 

El párrafo precedente se aplicará a las personas jurídicas constituidas, autorizadas o 

registradas de acuerdo a las leyes de cualquiera de los Estados Partes”. 

“Artículo 4. Ninguna caución o depósito, cualquiera sea su denominación, podrá ser 

impuesta en razón de la calidad de ciudadano o residente permanente de otro Estado Parte. 

El párrafo precedente se aplicará a las personas jurídicas constituidas, autorizadas o 

registradas de acuerdo a las leyes de cualquiera de los Estados Partes”. 

 

El principio de igualdad procesal receptado tanto por el CGP (art. 4), como por el 

Protocolo de Las Leñas vigente entre los países del Mercosur, excluye cualquier posibilidad 

de imponer al foráneo cauciones o depósitos para acceder a los tribunales. 

La condición de que el foráneo prestase caución para litigar que existía en nuestro 

viejo Código de Procedimiento Civil (1878) y en los Códigos de otros países de la región y 

que era una exigencia que alguna vez se intentó justificar alegando que respondía a razones de 

seguridad procesal y que en consecuencia no suponía una medida verdaderamente 

discriminatoria, ha sido condenada por el moderno Derecho Procesal Internacional. 

El Maestro Couture - con palabras que mantienen absoluta actualidad- ya indicaba en 

1939, en ocasión del Primer Congreso Nacional Argentino de Ciencias Procesales realizado 

en Córdoba, que “es evidente que la fianza de arraigo toma partido por la animadversión hacia 

el extranjero. La sociedad en que vivimos, felizmente, no obstante los desfallecimientos que 

pareciera tener en estos momentos, ha progresado en este sentido”.  

 Corresponde señalar que este principio de igualdad procesal ha sido también recogido 

en el Proyecto de Código Modelo de la Cooperación Interjurisdiccional para Iberoamérica9 en 

                                                 
8 Advertencia: El Código General del Proceso, vigente en Uruguay desde el 20 de noviembre de 1989, es con 
muy pocas diferencias, prácticamente el Código Procesal Civil Modelo para Iberoamérica, aprobado por la 
Asamblea del Instituto Iberoamericano de Derecho Procesal realizada en Río de Janeiro en 1988. 



su art. 3 que dispone: “Deberá asegurarse la igualdad de tratamiento entre nacionales y 

extranjeros, residentes o no, tanto en el acceso a los tribunales como en la tramitación de los 

procesos en los Estados requirente y requerido”.  

 

 D) La cooperación es de principio. 

 El fenómeno de la globalización hace imprescindible que el servicio de justicia 

trascienda las fronteras, que la existencia de Estados diversos y por tanto de diferentes 

órdenes jurídicos, no impida que la acción jurisdiccional llegue hasta donde sea necesario. 

 La cooperación interjurisdiccional o asistencia judicial internacional, pues, debe ser de 

principio; ello fluye naturalmente del desarrollo e intensificación de las relaciones 

internacionales y de la consideración igualitaria recíproca de los Estados. 

 Obviamente la cooperación judicial internacional está sujeta a principios y normas y 

ello deberá ser examinado en cada caso concreto en que deba adoptarse la decisión. 

 Sólo se pretende - afirma Véscovi - tratar de vencer la natural desconfianza y 

resistencia frente a las comunicaciones judiciales provenientes del extranjero. 

 

 E) La circulación internacional de los fallos. 

 La defensa de este principio no significa que no puedan existir normas concretas que 

dispongan acerca de los requisitos y condiciones que deben reunir los fallos para ser eficaces 

extraterritorialmente, pero supone partir de la premisa de la extraterritorialidad, del respeto 

por el fallo extranjero y de la afirmación de que el control de legalidad a que dicho fallo 

puede estar sometido, no puede suponer en modo alguno un nuevo debate o consideración de 

fondo sobre la cuestión ya analizada y concluida, sino un cotejo fundamentalmente formal y 

sólo sustancial para comprobar que el fallo en cuestión no lesiona ningún principio básico del 

orden jurídico receptor (orden público internacional). 

 

4.- La sentencia extranjera en el derecho positivo uruguayo. 

 

 El Código General del Proceso en su Título X “Normas procesales internacionales”, 

prevé en su art. 524 (Normas aplicables) que “En defecto de tratado o convención, los 

                                                                                                                                                         
9 Propuesta de “Código Modelo de Cooperación Interjurisdiccional para Iberoamérica” elaborado en el seno del 
Instituto Iberoamericano de Derecho Procesal por una Comisión integrada por los Profesores Ada Pellegrini 
Grinover y Ricardo Perlingeiro de Brasil, Abel Zamorano de Panamá y Angel Landoni Sosa de Uruguay. Dicho 
proyecto fue aprobado por la Asamblea del Instituto Iberoamericano de Derecho Procesal realizada en Lima en 
octubre de 2008. 



tribunales de la República deberán dar cumplimiento a las normas contenidas en el presente 

Título”. 

 En razón de dicha previsión para determinar la eficacia de una sentencia extranjera 

deberá previamente analizarse cuál es la normativa aplicable: si la proveniente de un tratado o 

convención o las emergentes del Código General del Proceso. 

 

- Las normas vigentes. 

 

 a) Tratados: 

- de Montevideo de 1889 que mantiene vigencia con relación a Bolivia. 

- de Montevideo de 1940: con la posible supervivencia de algunas 

disposiciones. 

- Convención de Naciones Unidas sobre Reconocimiento y Ejecución de 

Sentencias Arbitrales Extranjeras (Nueva York, 1958, aprobada por Uruguay 

por DL 15.229, de 11/12/1981). 

- CIDIP I (Panamá, 1975) - Convención Interamericana sobre Arbitraje 

Comercial Internacional, aprobada por Uruguay por DL 14.534 de 24/6/1976. 

- CIDIP II (Montevideo 1979) Convención Interamericana sobre Eficacia 

extraterritorial de sentencias y laudos arbitrales extranjeros, aprobada por 

Uruguay por DL 14.953, de 12/11/1979. 

- CIDIP III (La Paz, 1984) - Convención Interamericana sobre competencia en 

la esfera internacional para la eficacia extraterritorial de las sentencias 

extranjeras, aprobada por Uruguay por Ley 17.533 de 9/8/2002. 

- Protocolo de Las Leñas sobre Cooperación y Asistencia Jurisdiccional en 

materia civil, comercial, laboral y administrativa, suscrito el 27 de junio de 

1992, aprobado por Uruguay por ley 16.971 del 15/6/1998 y vigente entre los 

países del MERCOSUR. 

- Convenio de Cooperación Judicial en materia civil, comercial, laboral y 

administrativa entre la República Oriental del Uruguay y la República 

Federativa del Brasil, aprobado por Ley 16.728 del 27/11/1995. 

 

 b) Ley nacional uruguaya: Código General del Proceso. 

 

 



5.- Requisitos para la eficacia de las sentencias extranjeras. 

 

 

 5.1 - Dos sistemas jurídicos vigentes: 

 

- De fuente supranacional: Tratados de Derecho Procesal Internacional de 

Montevideo (1889 y 1940); Convención de Naciones Unidas sobre Reconocimiento y 

Ejecución de Sentencias Arbitrales Extranjeras (Nueva York, 1958); Convención 

Interamericana (CIDIP II, 1979) sobre eficacia extraterritorial de sentencias y laudos 

arbitrales extranjeros; el Protocolo de Las Leñas y el Convenio Bilateral sobre Cooperación 

Judicial en materia civil, comercial, laboral y administrativa entre la República Oriental del 

Uruguay y la República Federativa del Brasil; entre México y Uruguay se encuentra vigente 

la CIDIP III (La Paz, 1984): Convención Interamericana sobre competencia en la esfera 

internacional para la eficacia extraterritorial de las sentencias extranjeras. 

 

 - De fuente nacional: Código General del Proceso. 

 

 5.2 - Determinación del ordenamiento jurídico aplicable. 

  

 Al respecto es menester formular la advertencia de que el intérprete deberá realizar la 

selección con sumo cuidado, tomando en cuenta la eventual superposición de normas que 

puedan existir y sean aplicables en la especie, como consecuencia de la proliferación de 

tratados y convenciones.  

 De no existir tratado con el país del cual proviene la sentencia cuya eficacia se 

pretenda hacer valer en el nuestro, se deberá acudir a las normas del Título X “Normas 

procesales internacionales” del CGP, conforme así lo establece su art.524. 

 

 

 5.3- Ámbito de aplicación en razón de la materia. 

  

 El Código General del Proceso en su art. 537 (Reglas generales) establece en el 

numeral 1): “El presente Capítulo se aplicará a las sentencias dictadas en país extranjero en 

materia civil, comercial, de familia, laboral y contencioso administrativa; también 



comprenderá las sentencias dictadas en tales materias por Tribunales Internacionales, cuando 

éstas refieran a personas o intereses privados. 

 Asimismo, incluirá las sentencias recaídas en materia penal en cuanto a sus efectos 

civiles.” 

 Por su parte, el Protocolo de Las Leñas -vigente entre los países del Mercosur- en su 

art.18 preceptúa: “Las disposiciones del presente Capítulo serán aplicables al reconocimiento 

y ejecución de las sentencias y de los laudos arbitrales pronunciados en las jurisdicciones de 

los Estados Partes en materia civil, comercial, laboral y administrativa. Las mismas serán 

igualmente aplicables a sentencias en materia de reparación de daños y restitución de bienes 

pronunciadas en jurisdicción penal.”  

 Las previsiones del Código General del Proceso y del Protocolo de Las Leñas han sido 

más amplias que las contenidas en los Tratados de Derecho Procesal Internacional de 1889 y 

1940 que en su art. 5º sólo contemplaban “las sentencias y los fallos arbitrales dictados en 

asuntos civiles y comerciales”; e inclusive respecto de la Convención Interamericana sobre 

Eficacia extraterritorial de las sentencias y laudos arbitrales extranjeros de Montevideo de 

1979, que en su art. 1º estableció: “La presente Convención se aplicará a las sentencias y 

laudos arbitrales dictados en procesos civiles, comerciales o laborales”, y que preveía la 

posibilidad de su extensión al momento de ratificar a las siguientes hipótesis: “a las dictadas 

por autoridades que ejerzan alguna función jurisdiccional y a las sentencias penales en cuanto 

se refieran a la indemnización de perjuicios derivados del delito”. 

 El art. 537.1 del CGP también prevé la posibilidad de su aplicación a sentencias 

dictadas en las materias previstas por dicha norma por tribunales internacionales cuando éstas 

refieran a personas o intereses privados. 

 Al respecto, corresponde destacar que en virtud de dicha norma cabría la posibilidad 

de ejecutar en nuestro país una sentencia dictada por un tribunal internacional, por ejemplo, 

sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos que condenara a nuestro país 

basándose en la Convención Americana sobre Derechos Humanos la que fuera incorporada a 

nuestro derecho positivo por la ley 15.737 (Ley de Amnistía). 

 

 5.4.- Calificación de la naturaleza jurisdiccional de la sentencia extranjera y la 

materia sobre la que hubiera recaído.  

  

 La referida calificación, conforme a lo previsto en el artículo 537.2 del CGP será 

realizada por los tribunales del Estado de origen del fallo y según su propia ley. 



 El CGP ha innovado  respecto de este requisito ya que conforme a lo previsto en el art. 

6 de la CIDIP II (1979), dicha calificación está regulada por la ley del Estado en que se 

solicita su cumplimiento y lo mismo resulta del Protocolo de Las Leñas (art. 20 literal C y art. 

24) y del Convenio celebrado con Brasil (art. 16 literal C y art. 19). 

 

 5. 5 -  Imposibilidad de revisión sobre el fondo del asunto. 

 

 El CGP en su art. 538.2 establece que “Las sentencias extranjeras deberán ser 

reconocidas y ejecutadas en la República, si correspondiere, sin que proceda su revisión sobre 

el fondo del asunto objeto del proceso en que se hubieren dictado”. 

 Quiere decir, que el análisis de la sentencia extranjera recaerá sobre elementos 

formales o procesales, pero no podrá haber revisión sobre el fondo del asunto, es decir, sobre 

la sustancia discutida en el litigio, y el único elemento material que podrá ser analizado en el 

Estado donde se pretende la eficacia de la sentencia será el relativo a si dicho fallo lesiona el 

orden público internacional del Estado requerido. 

 Dicha imposibilidad de revisión resulta también en forma tácita de la Convención 

Interamericana II (Montevideo, 1979), art. 2 literal h), del Protocolo de Las Leñas (art. 20 

literal f), y del Convenio con Brasil (art. 16 literal F). 

  

 5.6 -  Requisitos formales. 

 

 - Son similares en la Convención Interamericana sobre Eficacia Extraterritorial de las 

sentencias y laudos arbitrales extranjeros (Montevideo, 1979, art. 2); Protocolo de 

Cooperación y Asistencia Jurisdiccional en materia civil, comercial, laboral y administrativa 

vigente entre los países del Mercosur (Las Leñas, junio 1992, art. 20); Convenio con Brasil, 

art. 16; y en el CGP, art. 539. 

 - Dichos requisitos son:  

  1) Que cumplan las formalidades externas necesarias para ser considerados 

auténticos en el Estado de origen. 

  2) Que la sentencia y la documentación anexa que fuere necesaria estén 

debidamente legalizadas de acuerdo con la legislación de la República, excepto que la 

sentencia fuera remitida por vía diplomática o consular o por intermedio de las autoridades 

administrativas competentes. 

  3) Que se presenten debidamente traducidas, si correspondiere.  



 

 

 5.7 - Requisitos documentales. 

 

 Tanto la regulación del CGP (art. 539.2) como la Convención Interamericana de la 

CIDIP II (1979, art. 3) son superiores al Convenio de Las Leñas y al suscrito con Brasil, 

porque establecen en un artículo independiente cuáles son los documentos indispensables para 

solicitar el cumplimiento de las sentencias extranjeras. 

 En cambio, el Convenio de Las Leñas y el celebrado con Brasil exigen (art. 20 in fine 

y art. 16 in fine, respectivamente) que: “los requisitos de los literales a, c, d y f deben surgir 

del testimonio de la sentencia o del laudo arbitral”, lo cual es un error, pues normalmente 

surgen de otras partes del expediente que será menester testimoniar a los efectos de cumplir 

adecuadamente con lo que se solicita. 

 

 - Análisis del art. 539.2 del CGP. 

 El peticionante deberá presentar: 

  1) Copia auténtica de la sentencia. - Si hubo más de una instancia o inclusive 

casación, será conveniente agregar todas las sentencias ante la eventualidad de que alguna 

confirme o revoque en parte alguna anterior y con la finalidad de posibilitar una correcta 

interpretación de los fallos por parte del juez requerido. 

  2) Copia auténtica de las piezas necesarias que acrediten que se ha notificado o 

emplazado en legal forma10 de acuerdo a las normas del Estado de donde provenga el fallo y 

se haya asegurado la debida defensa de las partes. En tal sentido habrá que agregar testimonio 

de la constancia de notificación o emplazamiento a domicilio, o si se realizó por edictos, el 

transcurso del plazo, la presentación efectiva del demandado con el debido patrocinio o 

                                                 
10  Ante la duda que se planteaba sobre si estuvo bien o mal realizado un emplazamiento efectuado en el 
domicilio contractualmente pactado, dada la constancia puesta por la funcionaria actuante de que la empresa 
demandada hacía mucho tiempo que no se domiciliaba allí, la Suprema Corte de Justicia en sentencia 41/04 del 
18/2/2004, adoptada por mayoría (publicada en La Justicia Uruguaya Tomo 131, c. 15.048), sostuvo trasladando 
expresiones vertidas por el Tribunal de Apelaciones en lo Civil de 6º turno lo siguiente: “... los citados 
constituyeron domicilio contractual y es en ese domicilio donde deben ser  emplazados conforme lo dispone el 
art. 32 del C.Civil que permite que las partes fijen un domicilio especial en el contrato y que éste rija no sólo 
para los efectos comunes del contrato, sino también para los judiciales. En los casos en los que se constituye 
válidamente un domicilio contractual, es éste el que vale y en él deben realizarse los actos procesales 
correspondientes, aún con preferencia al domicilio real (Revista Uruguaya de Derecho Procesal (en adelante, 
RUDP) 4/02 pág. 495). Asimismo la Suprema Corte ha sostenido que si la demandada tiene domicilio especial 
en nuestro país, en relación al contrato de autos desde el punto de vista del derecho interno hay un domicilio en 
el país y ese domicilio es hábil para emplazar al demandado y hacer competente la jurisdicción local según la 
Convención Internacional (sentencia 296/02). 



acreditar el transcurso del plazo sin comparecencia, y eventualmente si hubo nombramiento 

de defensor de oficio.  

Si bien debe estarse al modo de notificar del país de origen del fallo, el tribunal que 

realice el control siempre deberá constatar - para considerar como adecuadamente cumplido el 

requisito- que la forma de la notificación extranjera haya permitido que la parte tenga un 

conocimiento adecuado y en tiempo del juicio iniciado.  

 El principio es que nadie puede ser juzgado sin previa y razonable notificación del 

juicio y si el proceso extranjero se ajusta a esta premisa, la notificación deberá ser considerada 

válida. 

 La norma exige además que se haya asegurado la debida defensa de las partes (art. 

539.1 num. 6 CGP). 

 Este requisito complementa al anterior y su finalidad es asegurar que la parte contra la 

cual se invoque la sentencia, haya tenido efectiva y real oportunidad de defensa de sus 

intereses en juicio. El mismo deberá ser examinado con la debida atención en los casos de 

juicios en rebeldía, en los que las garantías, en su ausencia, no podrán ser inferiores a las 

aseguradas por nuestra normativa, cuanto de lo contrario, se vulnerarían principios que hacen 

a nuestro orden público internacional procesal11. 

  3) Copia auténtica con certificación de que la sentencia ha pasado en autoridad 

de cosa juzgada. 

 Si ello no fuere posible cabría agregar el texto legal respectivo, por ejemplo, el relativo 

a los plazos para interponer los recursos, con la constancia de que no fueron interpuestos o el 

referente a la no existencia de recursos ulteriores. 

 La Suprema Corte de Justicia uruguaya se ha inclinado por un criterio restrictivo ya 

que, en sentencia 340/04 de fecha 15/11/2004, frente al pedido de ejecución de dos sentencias 

dictadas en un proceso tramitado ante la Suprema Corte del Estado de Nueva York (Condado 

de Nassau) en el cual  se pretendió acreditar que las sentencias objeto de ejecución habían 

pasado en autoridad de cosa juzgada con informes efectuados por letrados que desempeñaban 

sus funciones en Nueva York, pero que no resultaban de actuaciones expedidas por los 

propios tribunales intervinientes, consideró que dicha documentación no era suficiente para 

acreditarlo, dado que ni siquiera constaba en dichos autos que el referido documento se 

hubiese solicitado ni que su expedición fuese rechazada. Dicha sentencia  tuvo las fundadas 

discordias de los Dres. Van Rompaey y Rodríguez Caorsi quienes, compartieron la tesis 

                                                 
11 Cfe. sentencia de la Suprema Corte de Justicia 196/97 considerando II. 



sostenida por el Dr. Eduardo Véscovi quien analizando la acreditación del requisito de la 

ejecutoriedad de la sentencia extranjera, señalaba que: “Se plantean a menudo problemas con 

las sentencias provenientes de los sistemas de derecho consuetudinario (USA, por ejemplo) 

pues los tribunales de esos países no suelen acreditar documentalmente estas cuestiones. Lo 

que parece más importante, siempre en base al principio de facilitar la circulación 

internacional de los fallos, es que dicha circulación no se vea afectada por la diferente 

concepción de ambos sistemas...Debe aceptarse un criterio amplio para acreditar dicho 

extremo, inclusive la opinión concreta y escrita de un abogado del país emisor del fallo. De 

otro modo por cuestiones meramente formales o documentales, que no hacen a la esencia de 

la cuestión, se trabaría la circulación de los fallos entre sistemas jurídicos diferentes (E. 

Véscovi, Derecho Procesal Civil Internacional, Montevideo, Editorial IDEA, p.164 - 165). 

 Y se agrega por los Ministros discordes: “Como sostiene el autor de la cita que trata 

especialmente la hipótesis de autos, basta para acreditar la circunstancia de que el fallo está 

pasado en autoridad de cosa juzgada el dictamen de un abogado -el que se ha aportado en 

autos- tratándose de un tipo de prueba especialmente previsto al efecto (cfe. art. 3 lit. b 

Convención Interamericana sobre prueba e información acerca del derecho extranjero 

aprobada por CIDIP II en Montevideo, 1979 y aprobada y ratificada por nuestro país por 

Decreto Ley No. 14.953 del 12/11/79. Por lo demás cuando exista duda en torno al tema del 

reconocimiento de una sentencia extranjera, debe privilegiarse precisamente el 

reconocimiento. Ello porque el principio general en materia de cooperación judicial 

internacional - y también en materia de eficacia de la sentencia extranjera- es el de la efectiva 

circulación internacional de los fallos (op. cit. pág. 22).  

En efecto, es valor entendido en la doctrina internacional, que la acción de la justicia no debe 

detenerse en las fronteras de los Estados. Es más, hay tendencias que promueven el 

reconocimiento automático de los fallos extranjeros”.  

 Compartiendo los argumentos expresados en la discordia parece oportuno destacar la 

previsión contenida en el artículo 11 de la “Propuesta de Código Modelo de Cooperación 

Interjurisdiccional para Iberoamérica”12 que establece: “Los efectos de la decisión extranjera 

son automáticos y no dependen del reconocimiento judicial previo”.   

 

 

 5. 8 -  Requisitos sustanciales y procesales. 

                                                 
12 Elaborado en el ámbito del Instituto Iberoamericano de Derecho Procesal y aprobado por la  Asamblea del 
Instituto Iberoamericano de Derecho Procesal que tuvo lugar en Lima en octubre de 2008. 



 

 a) La competencia internacional del juez que dictó el fallo. 

 

La determinación del tribunal competente en la esfera internacional importa 

fundamentalmente en dos momentos, a saber:  

a) Al iniciarse el proceso, es decir, cuando debe precisarse ante el tribunal de qué país 

se entablará la acción (jurisdicción internacional directa). 

b) En la oportunidad en que el Estado receptor debe apreciar si la sentencia que ante él 

se pretende ejecutar, fue o no dictada por el tribunal competente en la esfera internacional 

(jurisdicción internacional indirecta).  

Según Goldschmidt13 existe entre ambas una diferencia teleológica, la primera quiere 

evitar la efectiva privación de justicia, ningún litigio debe quedarse sin juez competente; la 

segunda en cambio, persigue evitar la invasión de la jurisdicción internacional del país al que 

se le pide la prestación del auxilio jurisdiccional internacional, o para el caso de haber Tratado 

impedir la invasión de la jurisdicción internacional de otro Estado miembro.  

Las normas supranacionales suscritas y ratificadas por el Uruguay, confían la 

determinación de la competencia a la ley del Estado en el cual la sentencia va a surtir efectos. 

Ello resulta de las siguientes normas: Convención Interamericana sobre eficacia 

extraterritorial de las sentencias y laudos arbitrales extranjeros CIDIP II de Montevideo de 

1979 (art. 2 lit.d); Protocolo de Cooperación y Asistencia Jurisdiccional en Materia Civil, 

Comercial, Laboral y Administrativa, Las Leñas, Argentina, 27/6/1992 (Ley 16.971 de 

15/6/1998, art. 20 lit.c); Convenio de Cooperación Judicial en Materia Civil, Comercial, 

Laboral y Administrativa entre la República Oriental del Uruguay y la República Federativa 

de Brasil (Ley 16.728 de 27/11/1995, art. 16 lit.d).  

El CGP en cambio prevé una solución totalmente diferente y en su art. 539.1 dispone: 

“Las sentencias extranjeras tendrán eficacia en la República, si reunieren las siguientes 

condiciones: 4. Que el tribunal sentenciante tenga jurisdicción en la esfera internacional para 

conocer en el asunto, de acuerdo con su derecho, excepto que la materia fuera de jurisdicción 

exclusiva de los tribunales patrios”. 

 

 b) Cumplimiento de las garantías del debido proceso. 

                                                 
13 Goldschmidt, Werner, “Jurisdicción internacional directa e indirecta”, en publicación de OEA sobre “Primera 
reunión de expertos en Derecho Internacional Privado, Washington, 9-15 de abril de 1980, p. 104. 



 CGP 539.1 Nº 5 y Nº 6; Convención Interamericana Montevideo 1979, Art. 2 lit. e y f; 

Protocolo de Las Leñas, art. 20 lit. d); Convenio con Brasil, art. 16 lit. d. 

 Al respecto corresponderá que el tribunal interviniente analice: 

 - la regularidad de la notificación y del emplazamiento. 

 La Suprema Corte de Justicia en sentencia 196/97 de fecha 13 de junio de 1997 señala 

que: “Si bien debe estarse al modo de notificar del país de origen del fallo (la sentencia 

provenía de la ciudad de Nueva York, condado de Nueva York), el tribunal controlante 

siempre deberá constatar -para considerar como adecuadamente cumplido el requisito- que la 

forma de notificación extranjera haya permitido que la parte tenga un conocimiento adecuado 

y en tiempo del juicio iniciado. El principio es que nadie puede ser juzgado sin previa y 

razonable notificación del juicio y si el proceso extranjero, se ajusta a esta premisa, la 

notificación deberá ser considerada válida”. 

 Y agrega la Suprema Corte de Justicia: “De la sentencia agregada surge claro el 

cumplimiento de los extremos referidos en el art. 539.1 numeral 5 CGP, pues el órgano 

jurisdiccional foráneo tiene por debidamente acreditada la exigencia de la adecuada 

notificación de la demanda conforme con las normas del Estado de donde proviene el fallo; lo 

que se ve corroborado, como antes se dijera, por el silencio de la demandada luego de ser 

debida y legalmente notificada de la pretensión de ejecución” (Resultando IV). 

 - y que se haya asegurado la debida defensa de las partes. Es decir, que aquel 

contra quien se pretende hacer valer el fallo haya tenido la razonable oportunidad de 

contestar, de contradecir, de producir prueba, de recurrir, todo conforme a la ley del lugar del 

proceso. En suma, que haya tenido lugar un proceso justo, con todas las garantías de 

imparcialidad, bilateralidad e igualdad. 

 

 c) Que la sentencia tenga autoridad de cosa juzgada en el Estado de origen del 

fallo. 

 CGP, art. 539.1 Nº 7; Convención Interamericana, art. 2 lit. g); Las Leñas, art. 20 lit. 

e); Convenio con Brasil, art. 16 lit. e). 

 - Corresponde advertir que conforme a las normas vigentes no sería admisible la 

ejecución provisional de una sentencia de primera instancia recurrida con apelación o la de 

segunda instancia impugnada con casación, dado que las referidas normas exigen la existencia 

de cosa juzgada. 

 En sentencia 42/99 la Suprema Corte de Justicia, frente a una solicitud de ejecución de 

sentencia, la denegó en razón de que la parte actora no había acreditado el cumplimiento de 



los requisitos establecidos en los numerales 5 y 6 del art. 539.1 del Código General del 

Proceso y tampoco se había acreditado que la sentencia hubiera pasado en autoridad de cosa 

juzgada (art. 539.1 numeral 7 del CGP). 

 

d)Que no contraríe manifiestamente el orden público internacional del Estado 

receptor.14 

 CGP, art. 539.1 Nº 8; Convención Interamericana, art. 2 literal h); Las Leñas, art. 20 

lit. f); Convenio con Brasil, art. 16 literal f). 

 La doctrina nacional sostiene que la sentencia foránea no debe lesionar el orden 

público internacional del Estado receptor, esto es, no debe afectar principios de esencia, 

innegociables, en los que el Derecho del Estado donde el fallo es invocado asiente su 

individualidad jurídica. 

 

 En tal sentido serían violatorios del orden público internacional del Estado receptor, 

por  ejemplo: 

 * que la decisión se haya dictado en un proceso sin las debidas garantías; 

 * que provenga de un tribunal que usurpó materias que son de competencia exclusiva 

del Estado receptor; 

 * que la decisión emane de un órgano no jurisdiccional o carezca de la imprescindible 

independencia como para ser considerado un verdadero tribunal de justicia; 

 * que la sentencia se funde en una norma discriminatoria en razón de sexo, raza, 

religión u opinión política; 

 * que se pretenda hacer valer los efectos civiles de una sentencia penal dictada en 

razón de un acto  no punible en nuestro derecho. 

 En consecuencia, como lo ha señalado la doctrina nacional, correspondería recurrir al 

orden público internacional, toda vez que el reconocimiento de una sentencia extranjera 

importe mengua significativa de principios esenciales sustantivos o procesales del 

ordenamiento jurídico del Estado donde es invocada. 

 

 e) Inexistencia de cosa juzgada o de litispendencia en el país receptor. Requisitos 

no incluidos en el CGP. 

                                                 
14 Proyecto uruguayo de “Ley General de Derecho Internacional Privado”, art.6: Orden público internacional. 
Los  tribunales declararán inaplicables, mediante decisión fundada, los preceptos de la ley extranjera cuando 
ellos contraríen en forma grave, concreta y manifiesta, los principios fundamentales de orden público 
internacional en los que la  República asienta su individualidad jurídica”.    



 El problema se plantea en el caso de foros concurrentes en que pueden existir 

tribunales de más de un Estado con competencia para entender en el asunto. 

 Ejemplo: en caso de acciones personales pueden ser competentes los jueces del Estado 

cuya ley es aplicable al fondo del asunto y también los jueces del domicilio del demandado. 

 A inicia contra B juicio en Uruguay; 

 B inicia contra A juicio en Argentina. 

 En el tema entran en juego la prevención, la litispendencia y la cosa juzgada. 

 Quintín Alfonsín15 al respecto indicaba: “Aún cuando la sentencia extranjera proceda 

del Estado competente, no debe ser ejecutada si interfiere con una sentencia local sobre el 

mismo caso”. 

 “Se sobreentiende que la interferencia sólo puede ocurrir cuando, según las normas del 

Estado donde ha de ejecutarse la sentencia, son competentes a la vez para entender en el 

mismo caso la judicatura del Estado de donde procede la sentencia y la del Estado en donde 

se pide la ejecución. Supóngase, por ejemplo, que el demandado tenía su domicilio en A y 

debía pagar la suma demandada en B, supóngase, asimismo, que, con arreglo a las normas de 

B, poseen competencia para entender en las acciones personales de índole patrimonial los 

jueces del domicilio del demandado y los del lugar del pago; si por el juego de las 

circunstancias el mismo caso fue juzgado en A y en B, la sentencia de A, a pesar de llenar el 

primer requisito, no obtendrá ejecución en B.” 

 “Para entender esta afirmación en su justo alcance conviene distinguir varias hipótesis: 

 1º) la ejecución de la sentencia dictada en el Estado A,  es pedida en el Estado B 

después de dictada y de ejecutada la sentencia del Estado B.” 

 “En este caso la sentencia extranjera debe ser rechazada; su ejecución perturbaría la 

distribución de justicia ya realizada con carácter definitivo en el Estado B y sólo reportaría 

sospechosos beneficios a quien pide la nueva ejecución. El peticionante, en efecto, presentará 

en B la sentencia de A sólo cuando difiera de la sentencia de B, y cabe presumir que si lo hace 

es con ánimo de aprovecharse de la diferencia entre ambas, es decir, con ánimo de hacer 

ejecutar en B un mandamiento que en caso de ejecutarse anularía o corregiría o ampliaría lo 

que ya fue ejecutado en B”. 

 “2º) La misma solución cabe en la hipótesis de que la ejecución de la sentencia de A 

sea pedida luego de haberse dictado la sentencia de B pero antes de que se haya ejecutado”. 

                                                 
15 Alfonsín, Quintín, “La ejecución extranacional de las sentencias en materia civil y comercial”, Revista de 
Derecho Público y Privado, Nº 26, año 1951, ps. 211 - 213. 



 “3º) La ejecución de la sentencia de A es pedida mientras está pendiente un juicio 

sobre el mismo caso en el Estado B, es decir, antes de que haya sentencia ejecutable 

pronunciada en el Estado B”. 

 Alfonsín en esta hipótesis considera que: “... hay que dar preferencia a la judicatura 

que previno: si fue la extranjera, ha de ejecutarse su sentencia y ha de procurar clausurarse el 

proceso local; si fue la local, debe denegarse la ejecución de la sentencia extranjera y 

aguardarse la sentencia de la justicia local no despreciable por lenta. En fin, si la ejecución de 

la sentencia de A es pedida cuando no existe aún juicio en B sobre el mismo caso, debe darse 

por cumplido sin vacilación el requisito que comentamos. Ningún juicio local iniciado 

después del pedido de ejecución debe detener el trámite que conducirá a la ejecución de la 

sentencia extranjera”. 

 Eduardo Véscovi, en similares términos que Alfonsín, plantea qué se debe hacer, 

cuando se pretende la eficacia de una sentencia extranjera que cumple con todos los 

requisitos, pero resulta que en el Estado receptor existe otro fallo anterior ejecutoriado sobre 

el mismo tema, incompatible con el fallo foráneo (cosa juzgada); o bien existe un juicio 

pendiente sobre el mismo objeto, con la misma causa y entre idénticas partes (litispendencia). 

 Si existe cosa juzgada en el Estado receptor, no procede la ejecución de la sentencia 

extranjera, siempre que ésta sea inconciliable con la sentencia nacional. 

 En caso de litispendencia, corresponde aplicar el criterio de la prevención, es decir, 

tendrá prevalencia el proceso iniciado con anterioridad; si fue el extranjero habrá que otorgar 

eficacia a ese fallo; si fue el nacional habrá que negarla y esperar la decisión del juez 

nacional. 

 La solución postulada por la doctrina uruguaya ha sido recogida en el Protocolo de Las 

Leñas. 

 En efecto dicho Protocolo, en su art. 22 dispone: 

 “Cuando se tratare de una sentencia o de un laudo arbitral entre las mismas partes, 

fundado en los mismos hechos y que tuviere el mismo objeto que el de otro proceso 

jurisdiccional o arbitral en el Estado requerido, su reconocimiento y ejecutoriedad dependerán 

de que la decisión no sea incompatible con otro pronunciamiento anterior o simultáneo 

recaído en tal proceso en el Estado requerido. 

 Asimismo, no se reconocerá ni se procederá a la ejecución, cuando se hubiere iniciado 

un procedimiento entre las mismas partes, fundado en los mismos hechos y sobre el mismo 

objeto, ante cualquier autoridad jurisdiccional de la Parte requerida con anterioridad a la 



presentación de la demanda ante la autoridad jurisdiccional que hubiere pronunciado la 

resolución de la que se solicita el reconocimiento”. 

 

 f) Improcedencia del control del contenido del fallo (y sobre la ley aplicada). 

 CGP, art. 538.2: “Las sentencias extranjeras deberán ser reconocidas y ejecutadas en 

la República, si correspondiere, sin que proceda su revisión sobre el fondo del asunto objeto 

del proceso en que se hubieren dictado.” 

 Vargas Guillemete defendió la tesis de incorporar el requisito del análisis de la ley 

aplicable entre los exigidos para la eficacia de la sentencia extranjera, tesis que no prosperó en 

el Segundo Congreso de Montevideo, donde se aprobó el Tratado de Derecho Procesal de 

1940, por el temor de que si se introducía ese requisito se estaría implantando un sistema de 

revisión de las sentencias extranjeras que frustraría la adecuada circulación de los fallos. 

 El Profesor Opertti16 y el Profesor Marcelo Solari17 han entendido que sería 

conveniente incorporar el requisito del examen de la ley aplicable. No se trata del análisis de 

la corrección del fallo, sino simplemente comprobar si el juez que lo dictó, empleó para la 

resolución del caso la norma del país que debía aplicar. Véscovi critica dicha tesis18, 

sosteniendo que ello se puede transformar en una revisión de la sentencia. Además parecería, 

en opinión de este autor, que no es razonable que el Estado receptor le quiera imponer al 

Estado emisor del fallo sus propias normas de conflicto en materia de ley aplicable. 

Solamente, expresa, “podría considerarse razonable la admisión de este requisito en caso de 

que existiera tratado entre ambos países -precisamente sobre la ley aplicable a la categoría 

involucrada en la sentencia- y el tratado fuera totalmente desconocido”. 

 

6.- Procedimiento para hacer valer la eficacia imperativa, secundaria o refleja y 

probatoria de una sentencia extranjera. 

   

 6.1 -  El reconocimiento y la ejecución de la sentencia extranjera 

 

 6.1.1 - Concepto de reconocimiento. 

                                                 
16 Opertti, Didier, “Reconocimiento y eficacia de sentencias y laudos arbitrales extranjeros”, OEA, Trabajos 
preparatorios de la CIDIP II, ps. 70 - 71. 
17 Solari, Marcelo, “Ejecución extraterritorial de sentencias en los Tratados de Montevideo”, Revista Uruguaya 
de Derecho Internacional, 1972, tomo I, ps. 294 - 295. 
18 Véscovi, Eduardo, “Derecho Procesal Civil Internacional”, ob. cit., p. 180. 



 El Código General del Proceso, en su art. 538, ha distinguido entre el reconocimiento 

(538.3) y la ejecución de la sentencia extranjera (538.4).  

 El reconocimiento, conforme a lo que dispone el art. 538.3 del CGP, es el acto o 

secuela de actos procesales cumplidos al simple efecto de establecer si la sentencia extranjera 

reúne los requisitos indispensables de acuerdo con las disposiciones de nuestro ordenamiento 

jurídico. 

 Cabe efectuar la precisión de que toda sentencia extranjera cuya eficacia se pretenda 

hacer valer en nuestro país, debe ser reconocida; sin embargo, no toda sentencia extranjera 

será pasible de ejecución, dado que sólo lo serán aquellas sentencias extranjeras de condena. 

 

 6.1.2 - Competencia. 

 Para el reconocimiento de una sentencia extranjera no existe ninguna norma especial 

atributiva de competencia.  

 El art. 540 establece que en los casos de reconocimiento para hacer valer los efectos 

imperativos o probatorios de la sentencia ésta deberá presentarse “ante el tribunal pertinente”, 

es decir, ante el tribunal donde esté pendiente el proceso en el cual se pretenda hacer valer la 

sentencia como medio de prueba; o ante el tribunal donde esté tramitándose el proceso en el 

cual quiera hacerse valer la excepción de cosa juzgada (efecto imperativo negativo); o ante el 

tribunal en el que quiera hacerse valer el efecto imperativo positivo de la cosa juzgada de la 

referida sentencia extranjera como ocurrirá en el caso de que se pretenda la conversión en 

divorcio de una sentencia extranjera de separación de cuerpos (arts. 185 C.Civil y 369 

C.G.P.). 

   

 6.1.3 - Procedimiento. 

 Art. 540 CGP: “Efectos imperativos y probatorios.- Cuando sólo se tratare de hacer 

valer los efectos imperativos o probatorios de una sentencia extranjera, deberá presentarse la 

misma ante el tribunal pertinente y acompañar la documentación referida en el art. 539.2. 

 En este caso, el tribunal se pronunciará sobre el mérito de la sentencia extranjera en 

relación al efecto pretendido en la sentencia que dictare, previa comprobación con audiencia 

del Ministerio Público de que se han cumplido las condiciones indicadas en el art. 539.1.” 

 Cabría realizar la distinción entre dos situaciones fácticas: En un caso existe proceso 

en trámite y en otro supuesto se pretende hacer valer la sentencia extranjera fuera del proceso. 

 Si existe proceso se deberá presentar la sentencia extranjera ante el tribunal 

competente, acompañando los documentos exigidos por el art. 539.2. 



 El Tribunal -previa comprobación con audiencia del Ministerio Público de que se han 

cumplido las exigencias del art. 539.1 - se pronunciará sobre el mérito de la sentencia 

extranjera en relación al efecto pretendido. 

 Ejemplo: art. 148 Nº 7 C.Civil: causal de separación de cuerpos y divorcio “Por la 

condenación de uno de los esposos a pena de penitenciaría por más de 10 años”. 

 La sentencia argentina condenó al esposo a pena de penitenciaría por más de 10 años y 

ella podrá ser invocada en el proceso de divorcio a iniciarse en el Uruguay por la esposa, de 

conformidad con el proceso monitorio previsto en el art. 369 del CGP. En consecuencia será 

el Juzgado Letrado de Familia quien deberá examinar si se han cumplido las exigencias 

previstas en el art. 539.2 del CGP. 

 Ejemplo: (Eficacia constitutiva) Sentencia de divorcio argentina. Esa sentencia puede 

ser hecha valer en nuestro país, si habiéndosele imputado bigamia a uno de los cónyuges, el 

presunto bígamo comprueba con ella que a la fecha de contraer el nuevo matrimonio, estaba 

divorciado. 

 Ejemplo: (Eficacia probatoria) En un proceso tramitándose en el Uruguay se presenta 

como prueba un documento que ya había sido declarado como falso en un proceso argentino. 

La sentencia que declaró dicha falsedad puede ser presentada en nuestro país a los efectos 

probatorios. 

 Cuando no existe proceso: 

 A) Control administrativo. 

 Sentencia de divorcio argentina que se presenta ante nuestro Registro de Estado Civil 

con la pretensión de hacer valer su eficacia imperativa con relación a la disolución del vínculo 

matrimonial que habilita para contraer nuevas nupcias.  

Luego de que entrara en vigencia en 1989 el Código General del Proceso, se planteó 

por el Registro de Estado Civil dudas acerca de cómo debía ser interpretado aquél cuando se 

presentase el testimonio de una sentencia de divorcio argentina y se pretendiese hacer valer su 

eficacia imperativa - disolución del vínculo matrimonial- a los efectos de contraer nuevo 

matrimonio en nuestro país.  

Al respecto, en setiembre de 1990 se realizaron dos reuniones científicas19 de la que 

participaron los integrantes del Instituto Uruguayo de Derecho Procesal y los miembros del 

Instituto de Derecho Internacional Privado, ambos de la Facultad de Derecho habiéndose 

aprobado, en lo que aquí nos interesa, estas conclusiones: “1) El procedimiento de 

                                                 
19 “La incidencia del Código General del Proceso sobre la eficacia de la sentencia extranjera” R.U.D.P. Nº 
2/1990  pag. 367-370 



reconocimiento o de convalidación de la sentencia extranjera previsto en el artículo 540 sólo 

procede cuando se pretenda hacer valer los efectos imperativos o probatorios de la sentencia 

en un proceso”. (...) 3) ... c) Cuando los efectos imperativos o probatorios de la sentencia 

extranjera no estén destinados a hacerse valer en un proceso, sino en ocasión de negocio o 

actuación extrajudicial corresponderá al profesional o funcionario interviniente (i.e Escribano 

Público, Registrador, etc.) efectuar directamente sin trámite judicial alguno el control de las 

condiciones exigidas por el art. 539 del CGP para que la sentencia extranjera tenga esa 

eficacia en la República”. 

En el mismo sentido se pronunció Gelsi Bidart20 quien señalaba “... No es preceptivo 

para probar el estado civil de los contrayentes, ante la Oficina del Registro Civil, seguir un 

proceso voluntario ante el Juzgado Letrado de Familia, con intervención del Ministerio 

Público,  a la sentencia extranjera. 

 Además “...no es procedente que los Juzgados de Familia y el Ministerio Público 

realicen la tarea que correspondería, en tal caso, a los servicios técnicos (letrados) de la 

autoridad administrativa correspondiente” y que “Sólo si la Oficina del Registro de Estado 

Civil rechaza la sentencia por considerar que no reúne los requisitos indispensables procedería 

un proceso voluntario y, en su caso, contencioso para determinar su aplicación”. 

Es dable presumir, que las dudas que se seguían planteando motivaron que el Poder 

Ejecutivo dictara el decreto 454/996 del 26 de noviembre de 1996 en el que se expresa: 

“Visto: el cúmulo y la diversidad de sentencias extranjeras relativas al estado civil de 

las personas (sentencias de divorcio, de nulidad de matrimonio, de adopción, de rectificación 

de partida etc.) invocadas con finalidad registral o probatoria ante la Dirección del Registro de 

Estado Civil. 

“Resultando: la necesidad de dar certeza acerca del tratamiento a otorgar a estas 

situaciones jurídicas. (....). 

“Atento: a lo dispuesto por los artículos 539 y 540 del Código General del Proceso, así 

como las conclusiones de la reunión científica de los Institutos de Derecho Procesal y de 

Derecho Internacional Privado de la Universidad de la República, llevada a cabo en octubre 

de 1990 a efectos de analizar los casos de invocación de sentencias extranjeras con finalidad 

probatoria fuera de  juicio, 

“El Presidente de la República decreta: 

                                                 
20 Gelsi Bidart, Adolfo, “Memorándum sobre sentencias extranjeras de divorcio”, RUDP 2/1990, págs. 369 y 
370. 



Artículo lº.- Las sentencias extranjeras constitutivas o modificativas de un estado civil 

que se invoquen ante la Dirección del Registro de Estado Civil con finalidad registral o 

probatoria, serán controladas en el cumplimiento de los requisitos del artículo 539 del C.G.P. 

por la Dirección del mencionado Registro. 

Artículo 2º.- En cumplimiento de lo dispuesto por el Artículo anterior, la Dirección 

General del Registro del Estado Civil anotará al margen los fallos extranjeros en las actas del 

estado civil que sean modificadas por dichas sentencias. 

Artículo 3º.- A tales efectos los Oficiales del Registro de Estado Civil, remitirán las 

sentencias extranjeras a la Dirección General para el contralor respectivo.” 

 

 B) Control notarial. 

El mismo es realizado por el propio escribano autorizante, quien deberá controlar la 

sentencia extranjera de la cual resulta, por ejemplo, el estado civil de divorciado del 

adquirente de un bien inmueble, en cuanto ello le habilita para dejar constancia en la 

respectiva escritura de compraventa que el bien adquirido es propio del titular. 

 

7.- La ejecución de una sentencia de condena. 

 

  7.1 Procedimiento del exequatur (C.G.P. art. 541)21 

 

 - Proceso previo a la ejecución de sentencia extranjera de condena. 

 Dispone el art. 541.2 del CGP: “La ejecución se pedirá ante la Suprema Corte de 

Justicia”. 

 Ha señalado acertadamente Tarigo22 que esta afirmación, aunque contenida en la ley, 

es absolutamente equivocada pues a la Suprema Corte de Justicia no se le pide la ejecución de 

la sentencia extranjera de condena, sino el dictado de una providencia declarativa que 

disponga que, por haberse cumplido todos los requisitos correspondientes, puede procederse a 

la posterior ejecución forzada de la sentencia ante el tribunal de primera instancia 

correspondiente. 

                                                 
21 Sentencia 193/97 de la Suprema Corte de Justicia de fecha 11/6/1997 por la cual se hizo lugar a la ejecución 
de una sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia y Octava Nominación de Córdoba, República 
Argentina, por la que se condenaba a los demandados a otorgar escritura de traslación de dominio a favor de la 
parte actora. 
22 Tarigo, Enrique “Lecciones de Derecho Procesal Civil. Según el nuevo Código”  ed. Fundación de Cultura 
Universitaria, Montevideo, 2ª edición, 1999, pag. 169. 



 Corresponde advertir: que tratándose de sentencias de condena, provenientes de la 

República Argentina, parte de la doctrina entiende que debería aplicarse el art. 7 del Tratado 

de Derecho Procesal Internacional de Montevideo de 1940, que se encuentra vigente entre 

Uruguay y Argentina y que dispone: 

 “La ejecución de las sentencias y de los fallos arbitrales así como la de las sentencias 

de tribunales internacionales, contempladas en el último inciso del art. 5, deberá pedirse a los 

jueces o tribunales competentes, los cuales, con audiencia del Ministerio Público, y previa 

comprobación que aquellos se ajustan a lo dispuesto en dicho artículo ordenarán su 

cumplimiento por la vía que corresponda, de acuerdo con lo que a ese respecto disponga la 

ley de procedimiento local”. 

 No obstante y como lo ha señalado Paul F. Arrighi23, “... la Suprema Corte de Justicia 

ha descartado implícitamente la idea de que se podría considerar vigente el artículo 7º del 

Tratado de Derecho Procesal Internacional de Montevideo de 1940, al asumir competencia en 

los casos de ejecución de sentencias provenientes de la República Argentina”, y ello resulta de 

las sentencias referidas por el autor citado Nº 72 y 172 del 14 de abril y 23 de junio de 1999. 

  

 - Naturaleza jurídica. 

 El exequatur es un proceso de conocimiento, de carácter contencioso y de contenido 

declarativo. 

 Es de conocimiento y no de ejecución, por eso Tarigo critica, con razón,   por 

inadecuada y fuera de lugar la pseudo definición de ejecución que consagra el art. 538.4 y 

refiere que dicha disposición debió haber dicho: el exequatur es el acto o secuela de actos 

procesales a los efectos de determinar si la sentencia extranjera de condena reúne los 

requisitos indispensables para poder ser ejecutada forzadamente en nuestro país. 

 Es contencioso y no voluntario porque existe conflicto de intereses entre el acreedor 

ganancioso en el proceso extranjero y el deudor perdidoso en tal proceso. 

 Culmina con una sentencia declarativa que se limita a declarar que la sentencia 

extranjera es ejecutable en nuestro país. 

 Es un proceso previo, de conformidad con el art. 305 CGP, es decir, un proceso que 

constituye un presupuesto procesal para la existencia y validez formal de un proceso ulterior 

de ejecución forzada. 

                                                 
23 Arrighi, Paul F., “Jurisprudencia uruguaya actual de Derecho Internacional Privado. Fallos de la Suprema 
Corte de Justicia. Ejecución de sentencias extranjeras”, en Revista Uruguaya de Derecho Internacional Privado, 
FCU, Año IV, Nº 4, ps. 145 – 157. 



 

 Procedimiento: 

 - Demanda con agregación de la documentación requerida en el art. 539.2. 

 - Emplazamiento de la parte contra quien se pide, a la que se conferirá traslado por 20 

días. Plazo perentorio. 

 - Contestación del demandado con eventual oposición de excepciones y quien podrá 

invocar la falta de cumplimiento de los requisitos del art. 539, pero no podrá oponerse sobre 

el fondo de asunto ya que su análisis le está vedado a la Suprema Corte de Justicia (art. 

538.2). 

 - Vencido el plazo con contestación o sin ella, se oirá al Fiscal de Corte - art. 541.2- y 

se adoptará resolución contra la que no cabrá recurso alguno. 

 

 7.2 La ejecución forzada de la sentencia de condena extranjera. (CGP, art. 541.3). 

 - Remisión, a solicitud de parte, del testimonio de la sentencia extranjera y de la 

sentencia de la Suprema Corte de Justicia declarando que es ejecutable en nuestro país, al 

Tribunal de Primera Instancia que hubiese sido competente para la ejecución si el proceso se 

hubiere desarrollado en nuestro país (CGP, art. 372.2). 

 - El Tribunal de Primera Instancia procederá conforme con los trámites que 

correspondan a la naturaleza de la sentencia, y a tal efecto el CGP remite al Título V del Libro 

II que es el Título referente a los “Procesos de ejecución”, arts. 371 a 401. 

 - La sentencia extranjera se ejecutará en la misma forma en que procederíamos 

respecto de una sentencia dictada por un tribunal uruguayo y tomando en consideración, 

obviamente, la naturaleza de la condena, a saber: a pagar cantidad de dinero (líquida o 

fácilmente liquidable y exigible, o ilíquida), a entregar una cosa cierta y determinada, a hacer 

alguna cosa o a no hacerla. 

 

8.-La ejecución de los laudos arbitrales extranjeros.  

  

Al igual que en el caso de las sentencias extranjeras de condena debemos distinguir si en 

la especie existe o no, tratado o convención.  

 

8.1 Casos en los que no hay Tratado 

 



En este supuesto el CGP en sus arts. 543 y 541 prevé que es necesario realizar el trámite 

del exequatur ante la Suprema Corte de Justicia, quien dispondrá el emplazamiento de la parte 

contra quien se pida y a la que se conferirá traslado por el término de 20 días. Se oirá 

seguidamente al Fiscal de Corte y se adoptará resolución contra la que no cabrá recurso 

alguno. 

Si se hiciere lugar a la ejecución, se remitirá el laudo arbitral al tribunal competente a 

efectos de que proceda conforme a los trámites que correspondan a la naturaleza de dicho 

laudo (Tìtulo V del Libro II). 

 

8.2 Casos en que el Tratado o la Convención sometan la dilucidación de la cuestión a 

las normas del Estado requerido 

 

En tal sentido la Convención Interamericana sobre Eficacia Extraterritorial de las 

Sentencias y Laudos Arbitrales Extranjeros de Montevideo 197924, en su art. 6º dispone: “Los 

procedimientos, incluso la competencia de los respectivos órganos judiciales, para asegurar la 

eficacia a las sentencias, laudos arbitrales y resoluciones jurisdiccionales extranjeros serán 

regulados por la ley del Estado en que se solicita su cumplimiento”. Asimismo, el Protocolo 

de Las Leñas sobre Cooperación y Asistencia Jurisdiccional25, vigente en el MERCOSUR, en 

su art. 24 prevé que: “Los procedimientos, incluso la competencia de los respectivos órganos 

jurisdiccionales, a los efectos del reconocimiento y ejecución de las sentencias o de los laudos 

arbitrales, se regirán por la ley del Estado requerido”. 

En el mismo sentido que las normas antes referidas, cabe mencionar: en primer lugar a la 

Convención Interamericana sobre Arbitraje Comercial Internacional de Panamá 197526, que 

en su art. 4º establece: “Las sentencias o laudos arbitrales no impugnables según la ley o 

reglas procesales aplicables, tendrán fuerza de sentencia judicial ejecutoriada. Su ejecución o 

reconocimiento podrá exigirse en la misma forma que la de las sentencias dictadas por 

tribunales ordinarios nacionales o extranjeros, según las leyes procesales del país donde se 

ejecuten, y lo que establezcan al respecto los tratados internacionales”.  

En segundo término, la Convención de Naciones Unidas sobre el Reconocimiento y 

Ejecución de Sentencias Arbitrales Extranjeras27 (Nueva York 1958 ratificada por Uruguay y 

numerosos países), que en su artículo III preceptúa: “Cada uno de los Estados contratantes 

                                                 
24 Ratificada por Uruguay por Decreto-Ley 14.953 de 12/11/1979. 
25 Ratificado por Uruguay por Ley 16.971 de 15/6/1998. 
26 Ratificada por Uruguay por Decreto-Ley 14.535 de 24/6/1976. 
27 Ratificada por Uruguay por Decreto-Ley 15.229 de 11/12/1981. 



reconocerá la autoridad de la sentencia arbitral y concederá su ejecución de conformidad con 

las normas de procedimiento vigentes en el territorio donde la sentencia sea invocada, con 

arreglo a las condiciones que se establecen en los artículos siguientes. Para el reconocimiento 

o la ejecución de las sentencias arbitrales a que se aplica la presente Convención, no se 

impondrán condiciones apreciablemente más rigurosas, ni honorarios o costas más elevados, 

que los aplicables al reconocimiento o la ejecución de las sentencias arbitrales nacionales”. 

De las transcripciones que hemos realizado resulta con claridad que el órgano que tendrá a 

su cargo el proceso de exequatur en el caso de los laudos arbitrales extranjeros será la 

Suprema Corte de Justicia. 

Presentada la solicitud ante la Suprema Corte de Justicia ésta dispondrá el emplazamiento 

de la parte contra quien se pida confiriéndole traslado por el término de  20 días. Se oirá 

seguidamente al Fiscal de Corte y se adoptará resolución concediendo o denegando la 

ejecución peticionada. 

La Convención de Nueva York innovó profundamente en cuanto invirtió la carga de la 

prueba, ya que será el demandado quien deberá probar que no se han cumplido las exigencias 

mínimas previstas en dicha Convención, lo que impediría la ejecución del laudo. 

 

8.3 Casos en que corresponda aplicar la Convención de Nueva York (1958) o la de 

Panamá (1975) 

 

 Tanto la Convención de Nueva York en su artículo V como la Convención de Panamá 

también en su art. 5º con idéntica redacción dispusieron: “1. Sólo se podrá denegar el 

reconocimiento y la ejecución de la sentencia, a instancia de la parte contra la cual es 

invocada, si ésta prueba ante la autoridad competente del país en que se pide el 

reconocimiento y la ejecución:  

a) Que las partes en el acuerdo a que se refiere el artículo II estaban sujetas a alguna 

incapacidad en virtud de la ley que le es aplicable o que dicho acuerdo no es válido en virtud 

de la ley a que las partes lo han sometido, o si nada se hubiera indicado a este respecto, en 

virtud de la ley en que se haya dictado la sentencia; o  

b) Que la parte contra la cual se invoca la sentencia arbitral no ha sido debidamente 

notificada de la designación del árbitro o del procedimiento de arbitraje o no ha podido, por 

cualquier otra razón, hacer valer sus medios de defensa; o 

c) Que la sentencia se refiere a una diferencia no prevista en el compromiso o no 

comprendida en las disposiciones de la cláusula compromisoria o contiene decisiones que 



exceden los términos del compromiso o de la cláusula compromisoria; no obstante, si las 

disposiciones de la sentencia que se refiere a las cuestiones sometidas al arbitraje pueden 

separarse de las que no han sido sometidas al arbitraje, se podrá dar reconocimiento y 

ejecución a las primeras; o 

d) Que la constitución del tribunal arbitral o el procedimiento arbitral no se han ajustado 

al acuerdo celebrado entre las partes o, en defecto de tal acuerdo, que la constitución del 

tribunal arbitral o el procedimiento arbitral no se han ajustado a la ley del país donde se ha 

efectuado el arbitraje; o 

e) Que la sentencia no es aún obligatoria para las partes o ha sido anulada o suspendida 

por una autoridad competente del país en que, o conforme a cuya ley, ha dictado esa 

sentencia. 

2. También se podrá denegar el reconocimiento y la ejecución de una sentencia arbitral si 

la autoridad competente del país en que se pide el reconocimiento y la ejecución comprueba:  

a) Que según la ley de ese país, el objeto de la diferencia no es susceptible de solución por 

la vía del arbitraje; o 

b) Que el reconocimiento o la ejecución de la sentencia serían contrarios al orden público 

de ese país”. 

Si la Suprema Corte de Justicia concediese la ejecución del laudo, deberá remitirse el 

mismo al tribunal de primera instancia de la justicia ordinaria que hubiese sido competente de 

no haberse pactado la solución del conflicto por la vía del arbitraje (cfe. arts. 498.1, 494 y 

372.2). Recibidos los autos por el tribunal de primera instancia competente éste a solicitud de 

parte deberá proceder conforme con los trámites que correspondan según la naturaleza del 

laudo arbitral. 

La doctrina nacional28 ha destacado la armonía que existe entre la Convención de Nueva 

York y las normas de Derecho Procesal Internacional de fuente interna y ha indicado como 

condiciones para la validez del acuerdo arbitral las siguientes: que el acuerdo sea por escrito 

(art. II Nº 2), que el acuerdo de voluntades sea específico y claramente expresado, 

rechazándose el tipo de documento unilateral firmado sólo por la parte que lo emite. El 

acuerdo escrito debe estar firmado por ambas partes, ya que un documento que carece de la 

firma de las partes no puede denotar un acuerdo o un compromiso, por la sencilla razón de 

que falta la expresión de voluntades o el consentimiento de las partes. El acuerdo debe ser 

                                                 
28 Fresnedo de Aguirre, Cecilia, “La Convención sobre Reconocimiento y Ejecución de Sentencias Arbitrales 
Extranjeras, Nueva York, 1958: Análisis de la jurisprudencia uruguaya”, Revista Uruguaya de Derecho 
Internacional Privado, Ed. FCU, Año III, Nº 3, págs. 141 a 157. 



expreso, como lo señala la Dra. Cecilia Fresnedo de Aguirre “tanto del texto claro del art. II.2 

CNY como de los antecedentes de la Convención puede inferirse que el silencio no puede 

equipararse a la aceptación; ésta debe ser expresa y escrita, no comprendiendo la fórmula del 

art. II.2, la mera aceptación tácita”. 

Un tema de especial trascendencia y que ya analizáramos al referirnos a los principios que 

deben informar al Derecho Procesal Internacional, es el relativo a la razonabilidad de la 

selección del tribunal arbitral para dilucidar el conflicto entre las partes. 

Como bien lo señalara Véscovi la elección del tribunal debe ser hecha en una forma 

razonable y no arbitraria y ello es reiterado por la Dra. Fresnedo de Aguirre29 en los siguientes 

términos: “Igual o más importante (que la ley aplicable) es la elección del arbitraje, en 

desmedro de la jurisdicción estatal, ya que éste tiene que ver con el acceso a la justicia. Si se 

valida una cláusula arbitral unilateralmente impuesta, que remite a las partes a un tribunal 

arbitral con sede en un punto inaccesible para el reclamante - por razones económicas u otras 

- éste no tendrá acceso a la justicia ni arbitral ni estatal. Parece por tanto más trascendente aún 

en este caso, garantizar que la cláusula arbitral haya sido consentida válidamente por ambas 

partes. 

                                                                         Montevideo, 24 de noviembre de 2010  

 

 

 

                                                 
29 Fresnedo de Aguirre, Cecilia, op. cit., pág. 150. 


